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Resuelve la Sala el recurso de apelación que la parte demandante interpuso contra la sentencia del 4 de julio de 2008, dictada por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en este proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual que Ancízar Duque Patiño promovió frente a RR Editores Ramírez y Ramírez Ltda. 

     



ANTECEDENTES

   



Reclamó el demandante que se declarara civilmente responsable a la sociedad demandada por los daños morales que le ocasionó y que la condenara a rectificar la información que suministró respecto de él y a anunciar que el error inexcusable fue reconocido judicialmente; además, a pagarle los daños causados en la parte afectiva y social de su patrimonio moral y una suma a título de sanción civil para restablecer de manera compensatoria la legalidad alterada por su conducta antijurídica, y como elemento disuasivo y preventivo; reclamó la actualización de todos esos valores y el reconocimiento de intereses legales desde el 29 de agosto de 2004, así como las costas del proceso.

   



Todo lo anterior con sustento, en síntesis, en que la sociedad demandada tiene como objeto social la elaboración, circulación, venta, difusión y explotación comercial del periódico “EL DIARIO DEL OTÚN”, en tanto que el demandante es persona dedicada al servicio de los intereses comunitarios, reconocido públicamente por su honestidad, pulcritud y rectitud, con el valor moral suficiente para hacer denuncias públicas sobre las conductas que afrentan a la comunidad; además, se desempeña como concejal de Pereira.

 



En la edición del 29 de agosto de 2004, página 2 C, sección “Sabe la última”, se publicó con gran despliegue y acompañado de una fotografía del demandante, un texto -transcrito en el hecho 6,-, relacionado con un incidente ocurrido el 25 de ese mes en el que fue abordado por guardas de tránsito por el mal estacionamiento de su vehículo, escrito difamatorio y que le causó serios perjuicios, ya que puso en entredicho su honorabilidad como persona y su ética profesional, deterioró su buen nombre y su honra con la información falsa y parcializada allí divulgada; a raíz de ella la Procuraduría Regional de Risaralda inició una indagación preliminar en su contra que terminó con el archivo de las diligencias porque se concluyó que no incurrió en ninguna falta, pero el proceso le causó molestias y mortificaciones; ante el ente de control los agentes de tránsito Rafael Castaño Torres y Alba Lucy Marín manifestaron que aunque el actor mostró su descontento por el procedimiento que se adelantaba no los insultó, agredió o amenazó y aunque hizo una llamada ella no influyó en el procedimiento realizado, prueba de lo cual fue la efectiva elaboración del comparendo.
  



Afirma que con esa publicación fue víctima del delito civil de difamación, como quiera que con ella se le atribuyó la comisión de dos conductas punibles: tráfico de influencias y violencia contra servidor público; además, se realizaron manifestaciones deshonrosas que lo pusieron en ridículo públicamente y lo sometieron a la “ignominia generalizada” atentando así contra el principio de imparcialidad que debe acudir a cada publicación, y que no guardan relación con los falsos hechos publicados; así por ejemplo, la mención de que “en las plenarias del Concejo no mata una mosca, y pocas veces interviene por lo que pocos de sus compañeros le conocen la voz, esta semana sacó las uñas…” o la que indica que “… que bueno sería que el honorable concejal hiciera uso de sus influencias y lograra que la Alcaldía Social de Pereira le otorgue un cupo para asistir a las charlas de cultura ciudadana que va a empezar a dictar…”. La demandada, dice, incurrió en una falla profesional entendida como la falta de diligencia periodística necesaria para asegurar, o por lo menos procurar, que la información divulgada además de veraz e imparcial respete los derechos de los demás y el orden público en general, como lo ha sostenido la jurisprudencia.

  



Por otro lado, la sociedad demandada no realizó la más mínima actuación para verificar la veracidad en la fuentes de información, pues de haberlo hecho no habría publicado el artículo en los términos anotados, es decir que incurrió en imprudencia y negligencia y, por tanto, en responsabilidad civil extracontractual por divulgación en actividad periodística; respecto de esa responsabilidad de la persona jurídica trajo a colación doctrina de un autor colombiano y agregó que la falta se agrava por la reincidencia de la sociedad en las difamaciones mediante publicaciones falsas y parcializadas, porque ya el 29 de noviembre de 2002 el Juzgado Primero Civil Municipal la había declarado civilmente responsable por hechos de uno de sus dependientes, se le ordenó retractarse públicamente y se le condenó al pago de una indemnización; esa reincidencia demuestra el ánimo de difamar y perturbar y hace inferir el dolo o por lo menos la culpa grave de su actuación que implica, por vía de extensión que se aplique la sanción prevista en el artículo 997 del Código Civil Colombiano.
  



Continuó diciendo que la difamación y burla pública de que fue objeto le hicieron soportar una angustia en su vida interior y desasosiego, deterioraron su proyección social, y son perjuicios que no debe soportar por lo que deben ser compensados por la violación de sus derechos extrapatrimoniales como el nombre y la honra, condensados en el daño moral tomados desde dos ángulos: como un menoscabo a la parte social de su patrimonio y como un menoscabo a su parte afectiva, lo que también soportó en doctrina y jurisprudencia; terminó diciendo que ni siquiera el buen prestigio de la víctima impide que surja el daño moral, según lo sostiene la jurisprudencia.
  



Corregida la demanda fue admitida y en tiempo la sociedad le dio respuesta por medio de apoderado judicial quien aceptó algunos hechos, negó otros y de los restantes dijo que no eran tales; se opuso a lo pretendido y no planteó excepciones. 
  



Surtida la audiencia de que trata el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil se abrió el proceso a pruebas que fueron decretadas y practicadas, hecho lo cual, se corrió traslado para alegar y a continuación se dictó sentencia desfavorable a las súplicas del demandante.
 



En resumen, dijo el juzgado que la imprudencia y negligencia que se le endilga a la sociedad demandada por no haber corroborado la información recibida sobre los hechos ocurridos el 25 de agosto de 2004 y por haber emitido opiniones o manifestaciones deshonrosas, no fueron probadas porque en realidad tales hechos sucedieron y los agregados que se le introdujeron a la publicación son una manifestación de la libertad de expresión que en este caso no tienen la entidad suficiente para tildarlos de deshonrosos, pues se trata de expresiones de uso popular.
  



Inconforme el demandante apeló y sustentó el recurso den esta sede con fundamento en tres argumentos: (i) que el funcionario de primera instancia desdibujó la realidad y trascendencia del contenido de la publicación; (ii) que le otorgó credibilidad a unos testimonios que no lo merecían; y (iii) que desconoció el ánimo malintencionado que se advierte en la publicación que no se limitó a informar sino a distorsionar, agregar y difamar. Se cumplió la audiencia de que trata el artículo 360 del C. de P. Civil, en la que intervino la parte demandante para ratificar los puntos de inconformidad con el fallo; esos mismos argumentos planteó luego por escrito, dentro del término de que disponía para ello.

  



Cumplido el trámite respectivo, se procede a resolver de fondo previas estas:
   



CONSIDERACIONES

   



Están reunidos los presupuestos procesales y no se advierte causal de nulidad alguna que de al traste con lo actuado.

  



Dispone el artículo 55 de la Ley 29 de 1944 que “…todo el que por cualquier medio eficaz para divulgar el pensamiento, por medio de la imprenta, de la radiodifusión o del cinematógrafo, cause daño a otro, estará obligado a indemnizarlo, salvo que demuestre que no incurrió en culpa.”, postulado que viene a ser desarrollo del artículo 2341 del Código Civil que señala que “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización…”.
 



Se trata, pues, de una especie de responsabilidad civil extracontractual, tal como se demanda, que exige la concurrencia de unos presupuestos: un hecho culposo, un daño y el nexo causal entre uno y otro. Como quedó dicho en la sentencia de primera instancia hubo un hecho evidente: que el 29 de agosto de 2004 en la página 2 C denominada “Sabe la Ultima” del Diario del Otún, se hizo la siguiente publicación: 



“Tan bravo que resultó. El concejal de Pereira, Ancizar Duque Patiño, quien en las plenarias del concejo no mata una mosca, y pocas veces interviene por lo que pocos de sus compañeros le conocen la voz, esta semana sacó las uñas. 

 


El pasado 25 de agosto, a las 3:00 de la tarde, iba a hacer una gestión en el Edificio Administrativo El Lago, dejó la camioneta azul luv doble cabina y de placas que terminan con el número 666, en una zona en la que no está permitido parquear en la calle 25 entre carreras 7a.  y 8a. y cuando el guarda lo llamó a relación, se le salió el “Duque” y literalmente enojado le dijo que “No lo jodiera que él se parqueaba donde le daba la gana”. 
 


El guarda de tránsito llamó la grúa y el concejal, con una llamada, seguramente al Director de Tránsito, impidió que se le llevaran la camioneta y amenazó al guarda con que podía hacer que lo echaran.

  


Que bueno sería que el honorable concejal hiciera uso de sus influencias y lograra que la Alcaldía Social de Pereira le otorgue un cupo para asistir a las charlas de cultura ciudadana que va a empezar a dictar…”

   



Como también quedó en evidencia que la información que por esa vía se suministró fue cierta, porque así lo revela la prueba recaudada, con independencia de algunos calificativos que chocan al demandante, sobre los que luego se tratará.
  



Para comenzar, está la orden de comparendo 4237, extendida el 25 de agosto de 2004 (f. 6, c. 3), al demandado por la infracción 035, esto es, por estacionar su vehículo  en sitio prohibido. Lo que sí llama la atención es que ese documento no aparezca registrado en los archivos de las oficinas de tránsito de Pereira (f. 2, c,3), lo que no le hace perder ningún mérito probatorio, entre otras cosas, porque su elaboración es un hecho aceptado por ambas partes y lo ratifica el guarda que lo suscribió (f. 9, c. 3; 65, c.1; y 19v., c. 3).
  



Es decir, que por allí empieza a verse que en la fecha señalada y en el sitio que aduce la publicación, el demandante Ancízar Duque Patiño estacionó su vehículo en lugar prohibido y eso generó que las autoridades de tránsito intervinieran, todo lo cual es también admitido por los contendientes.
  



En ese procedimiento se dieron algunas situaciones como estas:

  



a. El guarda de tránsito, señor Rafael Castaño Torres, llegó al sitio donde halló mal estacionado el vehículo de propiedad del demandante; procedió a pitar varias veces, como nadie apareció  solicitó el servicio de una grúa y una vez enganchado el automotor apareció Ancizar Duque Patiño. Así lo declaró el mismo funcionario (f. 1, c. 3). y salvo por las llamadas previas, lo demás fue aceptado por el actor al absolver interrogatorio (f. 8 a 13, c. 3).

  



Todo esto se traduce en que de la nota del 29 de agosto de 2004 que apareció en la página 2 C de El Diario del Otún, es cierto que “El pasado 25 de agosto, a las 3:00 de la tarde, iba a hacer una gestión en el Edificio Administrativo El Lago; dejó la camioneta azul luv doble cabina y de placas  que terminan con el mismo número 666 (f. 6, c.3), en una zona en la que no está permitido parquear en la calle 254 entre carreras 7ª y 8ª… y que el guarda de tránsito llamó la grúa.”.

  



b. El señor Duque Patiño se sobresaltó por el procedimiento, prueba de ello es que le dijo al guarda de tránsito, entre otras cosas, que “… el es Concejal de Pereira”, que “ellos tienen permiso para estacionarse donde ellos lo necesitan”, que si “no sabía que nosotros (los guardas) comisamos (sic) porque ellos lo autorizaban” y le dio a entender que si quería (lo) hacía echar; que si se llevaba el carro tendrían problemas; que como concejal de Pereira tiene más poder; que si se llevaba el carro se las tendría que ver con él y que podía estar seguro que no iba a durar más de quince días en el cargo (f. 19 a 21, c. 3).
  



Hay que anotar que en el guarda que efectuó el procedimiento y declaró no se advierte ninguna relación con las partes en conflicto que pueda inducir hacía su parcialidad en favor de una u otra; es, sencillamente, la versión de quien, como funcionario público, desplegó una actividad propia de su cargo que, sin pruebas, que no las hay, que contradigan su dicho, merece toda credibilidad, entre otras cosas, porque lo que de él se critica es la sustentación del recurso, es que hubiera cambiado su versión en torno a la llamada que se dice que hubo en el momento, que es una cuestión que adelante se analizará.

  



Lo cierto es que si aparte de la prueba documental, lo único que hay distinto al interrogatorio del demandante en lo que respecta a las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos, es el testimonio del guarda, y en cuanto a él no se erige causal alguna de sospecha, debe creérsele.

  



Así que cuando el informe periodístico se encabeza diciendo “Tan bravo que resultó”, nada ajeno a lo acontecido se narra, porque las expresiones utilizadas por el concejal, ávido de sobreponer su calidad de tal, como si eso le permitiera maltratar a sus congéneres, y lo que es peor, a otro funcionario en pleno ejercicio de sus funciones, denotan que se puso “bravo”, que para lo que nos concierne, de acuerdo con las definiciones que trae el DRAE, se traduce en “enojado, enfadado, violento”.

  



Basta sólo repasar que le dijo al guarda que él comía gracias a los concejales y que si no le permitía llevarse el vehículo se tendrían que enfrentar y poco le duraría el cargo.

  



¿No constituye esto un trato denigrante?; ¿No hay allí insultos?; ¿No se amenazó al agente con la posibilidad de la pérdida de su empleo?; ¿No se le recriminó porque su medio de subsistencia dependía de los concejales?. He aquí que, entonces, tampoco puede sostenerse que la afirmación de la nota en el sentido de que Ancizar Duque Patiño “amenazó al guardada con que podía hacer que lo echaran” sea falsa.

  



Valga acotar, y esto sirve de una vez para los otros aspectos que se abordarán, que el recurrente se duele de que el juez de primer grado no hubiera visto que “los testigos” cambiaron aquí la versión que habían rendido ante la Procuraduría con el ánimo de favorecer a la casa editorial.

  



Pero en esta percepción pasó por alto, y el juzgado también, varias cosas: la primera, que en este proceso sólo declaró el guarda de tránsito que atendió el hecho, no todos los que intervinieron ante la Procuraduría; y la segunda, que la afirmación que se hace sobre este agente de tránsito de que su intención es favorecer los intereses de la demandada, carece por completo de soporte probatorio, es sólo una apreciación, bastante subjetiva, por cierto, de quien apela, que no encuentra sustento alguno, si bien se desconoce qué relación pueda haber entre el testigo y la sociedad demandada que pudiera llevarlo a tergiversar la realidad.

  



Y no sólo estas circunstancias impiden considerar esa posición del demandante. La prueba trasladada, en los términos del artículo 185 del Código de Procedimiento Civil, es aquella que se practicó en un proceso válidamente y se quiere hacer valer en otro, siempre que se traiga en copia auténtica; y será apreciable por el juez de la segunda causa en la medida en que en el proceso primitivo se hubiera practicado a petición de la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella.

  



En este caso, erró el demandante al pedir la “prueba trasladada” (también la demandada), porque no “todas las actuaciones” que reposan en un expediente tienen esa virtud; los autos y las sentencias, por ejemplo, conservan su calidad de providencias judiciales, no de pruebas para el proceso en que fueron emitidas, y como instrumentos públicos que son, deben valorarse en el nuevo proceso como pruebas documentales. Esto por una parte; y por la otra, las pruebas que se practicaron en la actuación que adelantó la Procuraduría no pueden valorarse ahora por la potísima razón de que allí no fue parte la Sociedad RR Editores Ramírez y Ramírez Ltda., es decir, que no tuvo oportunidad de controvertirlas. 
  



Esto, por supuesto, con excepción del testimonio de Rafael Castaño Torres que, sin proponérselo, resultó ratificado en la etapa probatoria, entendido como se tiene que ratificar una declaración equivale a repetir el interrogatorio (art. 229 C.P.C.), como se hizo en primera instancia. 

  



Y la última cuestión es que este testigo, aunque ciertamente sostuvo aquí cosas que allí no dijo o las planteó de manera diversa, en lo esencial conservó su relato y en todo caso explicó, porque fue requerido para ello, que antes de acudir a la cita que le hizo la Procuraduría habló con el Director de Tránsito de Pereira y con el demandante y ellos le pidieron el favor de que matizara su versión, que “tratara de ser lo más suave posible… con el fin de que el concejal no saliera mal librado de esta cuestión” por eso allí se limitó a las preguntas sin agregar nada más, ya que no le preguntaron, y con el propósito de no perjudicar a esta persona.  
  



Con la valoración de esta versión, en conjunto con la vertida frente al investigador disciplinario, salta a la vista que tampoco se desbordó la apreciación del periódico cuando señaló que al demandante “se le salió el Duque”, lo que no puede tener una significación más allá de que se enfadó por la situación en que se vio envuelto; ni en el aparte que señala que él le dijo al guarda que “no lo jodiera que él se parqueaba donde le daba la gana”; porque si bien se pudieron utilizar unas palabras diferentes, está claro, por lo que el guarda declaró, que Ancízar Duque Patiño le recriminó que desconociera que por su calidad de concejal podía estacionar donde necesitara hacerlo, como si ello fuera cierto y no tuviera que someterse, como todo ciudadano, al cumplimiento de las reglas de tránsito.  “Hacer uno lo que le da la gana” no se traduce en nada distinto a “Seguir el propio gusto o arbitrio sin atender a nada más”, como se lee en el Diccionario de la Real Academia. Y eso fue lo que ocurrió, que el concejal parqueó su vehículo siguiendo su propio designio, a su antojo, sin atender las reglas que le prohibían hacerlo en ese lugar, es decir, que lo parqueó donde le dio la gana.   




 



c.   Tal vez uno de los aspectos más llamativos es el relacionado con la llamada que hizo el demandante en el momento mismo de ser abordado por la autoridad de tránsito. De que la realizó no cabe duda, incluso así quedó plasmado en la decisión adoptada por la Procuraduría, sólo que con lo recaudado allí no vio en el comportamiento del edil falta alguna de tal entidad que permitiera sancionarlo.

  



Es claro, además, que la declaración de Rafael Castaño Torres ante esa dependencia difiere en ese punto de la que dio ante el juzgado, porque en esta última ocasión se hicieron unos agregados para complementar y aclarar lo ocurrido. Pero, volviendo a la valoración de este medio probatorio que, se insiste, no encuentra otro en el proceso que lo desvirtúe, ni siquiera la decisión del Ministerio Público que aunque descartó la comisión de falta disciplinaria si dio por sentado que hubo la llamada, que ella probablemente fue al Director de Tránsito y que el comportamiento del investigado fue descortés, puede concluirse, sin ambages, que tal comunicación en ese momento fue con el Director de Tránsito de Pereira. 

  



Nótese que en su primera intervención (f. 23, C. 4), el testigo dijo que Ancízar sí “realizó una llamada, supuestamente al Director de Tránsito de Acá de Pereira, pero única y exclusivamente era para comentar lo que le estaba sucediendo” y se dio cuenta de que era a ese funcionario porque oyó mencionar su nombre y que le contaron todo lo que estaba ocurriendo, aunque el Director no intervino en sus decisiones.  Ya ante el juzgado precisó que cuando el infractor llamó a dicho funcionario se lo comunicó y éste le pidió que le colaborara a aquél permitiéndole llevarse el vehículo, como lo hizo; en la misma audiencia aclaró que no recordaba bien si había hablado con el Director de Tránsito con el teléfono del concejal o si fue que aquél lo llamó después a su propio teléfono. 

   



Con todo y estas imprecisiones que podrían hallar justificación en el tiempo transcurrido desde la ocurrencia del hecho y la declaración (tres años y unos meses) y en la explicación que él mismo dio acerca de que aquellas personas le pidieron antes de testimoniar por primera vez que le ayudara al concejal con su versión y que tratara de ser lo más suave posible en la Procuraduría, no se alcanza con ellas a derruir la certeza que refulge sobre la llamada al mentado funcionario. 

  



Y si ello fue así, nada de extraordinario tiene opinar, como lo hizo el periódico, que la decisión de no inmovilizar el vehículo obedeció “seguramente”, esto es, probablemente, a esa llamada, que fue lo que en últimas aseguró el testigo que aconteció, con independencia de la expedición de la orden de comparendo que, se recuerda, nunca se hizo efectiva y ello dio lugar a que la Procuraduría dispusiera la investigación del caso. 

  



Trasunto del cual emerge, frente a los elementos de la responsabilidad que se le endilga a la sociedad demandada, que el hecho ocurrió (la publicación), pero lo que no sale a flote es que con ella se hubiese distorsionado el sentido de la información periodística que debe caracterizarse por se cierta y apegada a la realidad, pues bien se sabe que sólo habrá lugar a este tipo de responsabilidad cuando en la publicación se imputan conductas falsas o inexactas.   
  



A este respecto se ha dicho que:
“De ello se desprende entonces, que la responsabilidad civil extracontractual por los daños ocasionados en ejercicio de la actividad periodística por la divulgación informativa, sobre hechos o conductas, que conlleve para una persona determinada o determinable imputaciones falsas o inexactas (delictuosas), solamente puede estructurarse cuando, de acuerdo con las circunstancias especiales de la actividad y los hechos relevantes de la misma, pueda atribuirse a culpa profesional del agente.

Lo anterior, implica, en primer lugar, la presencia de intención de perjudicar o deteriorar el buen nombre o la honra de una persona determinada o determinable con la información falsa o inexacta que a sabiendas se divulga; o bien de simple culpa, entendida ésta como la falta de diligencia profesional periodística necesaria en el comportamiento y ejercicio informativo para asegurar o, por lo menos, procurar que la información que se divulga, además de ser veraz e imparcial, también respete los derechos de los demás y el orden público general, a menos que en este último caso la conducta de la entidad periodística se explique con la razonada, oportuna y eficaz corrección o clarificación del error cometido.

En segundo lugar, también se requiere la existencia de un daño, que puede ser, de un lado, moral cuando se trata de un deterioro en el patrimonio moral que afecte la honra, la reputación o lesione alguno de los demás derechos inherentes a la personalidad; o bien material, cuando se refiere a una disminución en los derechos que conforman el patrimonio económico existente o que podía adquirirse mediante la realización de una labor o trabajo, o por medio de la explotación económica pertinente. Con todo, en uno y otro caso debe tratarse de perjuicios actuales o futuros, pero ciertos e ilícitos. Ahora, en la demostración de una u otra especie de daño, es preciso tener en cuenta la clase de perjuicio cuyo resarcimiento se solicita, porque tratándose de daño moral se hace necesario considerar todas las afecciones a los derechos de la personalidad, es decir, debe tenerse presente que su deterioro provenga de la información carente de veracidad o imparcialidad. Sin embargo, para la comprobación de este daño moral también debe tenerse en cuenta que éste puede encontrarse en el contenido de la publicación, cuando constituye un agravio a los señalados derechos de una persona determinada, que, por su radio de acción, ha tenido repercusión social negativa en su buen nombre u honra. Pero tratándose del daño material, se requerirá su comprobación conforme a las reglas generales.

Y en último término, dicha responsabilidad también exige que haya una relación de causalidad entre la divulgación falsa o parcial hecha intencional o culposamente y los daños mencionados, de tal manera que estos sean directamente atribuidos a aquella, teniendo en cuenta, entre otros, la finalidad o el contenido de la información y la especie de daño, si moral o material, cuya indemnización se reclama.

2.3. Luego, como quiera que toda noticia o información que incrimine a una persona o colectividad determinada o determinable, puede ser fuente de daños, se impone entonces para los medios de comunicación social el deber profesional de extremar la diligencia y cuidados especiales que, además de obedecer al ejercicio responsable de la libertad de información, también evite preventivamente el eventual daño a tales personas. Esta diligencia se alcanza, entre otras, cuando se actúa prudentemente en el manejo de la fuente directa u oficial pertinente, como cuando a la noticia o información incriminatoria determinada, le ha precedido el esfuerzo periodístico profesional necesario y la verificación razonable indispensable para la confirmación de su veracidad y exactitud; e igualmente cuando se funda en datos que en el mismo sentido suministre o haya suministrado la autoridad competente, basada en decisiones o actuaciones judiciales no sometidas a reserva legal. En tanto que se incurre en responsabilidad civil por los daños morales y materiales ocasionados a la persona, entre otros, cuando dicha divulgación no guarda correspondencia con la referida fuente, o se produce a sabiendas de su falsedad o confiando imprudentemente en su exactitud, o bien se trata de una inexcusable interpretación distorsionada de la mencionada fuente.” 

  



Para el caso en estudio, se repite, la parte informativa de la publicación no es falsa y menos inexacta: el concejal se estacionó en sitio prohibido, requerido por la autoridad se enojó y le enrostró al guarda su calidad de tal y su poder, a la vez que le hizo ver que su sustento dependía de él, y realizó una llamada al Director de Tránsito de Pereira. 
  



De manera que hasta allí no se avizora agravio alguno; todo estuvo ceñido a la verdad y, por tanto, ningún daño pudo sobrevenirle al demandante que no fuera propiciado por él mismo y no por la sociedad demandada que se limitó, en este caso, que es diferente al que resolvió en su momento el Juzgado Primero Civil Municipal, a relatar lo acontecido, utilizando algunos términos que, por su acepción, no quisieron decir nada diferente a lo que en la realidad ocurrió, es decir que no fueron difamantes. 

  



Ni siquiera el aparte final deja traslucir ánimo alguno de vilipendiar al señor Ancízar Duque Patiño; todo lo que allí se hace, ya no a título informativo, sino de opinión, es sugerirle a este ciudadano, como podría ocurrir con cualquiera otro, que prevenga este tipo de comportamientos acudiendo a las charlas que para el efecto brinda la Alcaldía Municipal. Allí ningún término degradante o ultrajante se utilizó, ni con ello se le achaca la comisión de delito alguno o se permea su imagen. Si esto último ocurrió, y ello se reflejó en la reducción de sus adeptos en elecciones posteriores, lo que no está demostrado, fue debido a su propia conducta y no a la divulgación de prensa. 

   



En últimas, pues, la existencia del hecho sin que sobre el mismo pueda atribuirse culpa de ninguna naturaleza al agente, desvirtúa la responsabilidad civil que se le imputa a la demandada, que fue lo mismo que concluyó el juzgado. 

  



Por tanto, el fallo de primer grado será confirmado sin que haya lugar a imponer costas en esta sede porque no aparecen causadas.

  



DECISION

  



En armonía con lo discurrido, el Tribunal Superior de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia del 4 de julio de 2008, dictada por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en este proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual que Ancízar Duque Patiño promovió frente a RR Editores Ramírez y Ramírez Ltda. 

  



Sin costas.




  



Notifíquese





Los Magistrados

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS






� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil y Agraria, sentencia 5244 de mayo 24 de 1999, M.P. Pedro Lafont Pianetta
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